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La pandemia del COVID-19 y las subsiguientes medidas de confinamiento 
han provocado la interrupción temporal de la mayoría de servicios brin-
dados por los sistemas de justicia. Para continuar con sus actividades, estas 
instituciones han hecho uso de las Tecnologías de la Información y de 
las Comunicaciones (TICs). A partir del enfoque de corrientes múltiples, 
desarrollado por John Kingdon (1984), se analiza la concurrencia de tres 
corrientes: (i) la interrupción temporal del acceso a la justicia; (ii) las ac-
ciones de las autoridades del sistema judicial paraguayo durante el primer 
año de pandemia; y (iii) las tecnologías implementadas por los juzgados 
en Paraguay. Para ello se empleó una metodología cualitativa, a través de 
la revisión de fuentes secundarias y entrevistas semiestructuradas a actores 
clave del ámbito jurídico nacional e internacional.
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Preguntas de investigación

•	 ¿Cómo se generó una ventana de oportunidad para el sistema judicial 
paraguayo en el contexto de pandemia?

•	 ¿Cuál fue el rol de las TICs frente a la interrupción temporal del acceso 
a la justicia en Paraguay?

RULE OF LAW, JUDICIAL SYSTEM AND COVID-19: 
A WINDOW OF OPPORTUNITY FOR THE 

JUDICIAL SYSTEM IN PARAGUAY

The COVID-19 pandemic and the subsequent lockdown measures have 
caused the temporary interruption of most services provided by the justice 
systems. To continue with their activities, these institutions have made use 
e Information and Communication Technologies (ICTs). Based on the mul-
tiple streams approach, developed by John Kingdon (1984), the concurrence 
of three streams is analyzed: (i) the temporary interruption of access to jus-
tice; (ii) the actions of the Paraguayan judicial system authorities during the 
first year of the pandemic; and (iii) the technologies implemented by the 
courts in Paraguay. For this, a qualitative methodology was used, through 
the review of secondary sources and semi-structured interviews with key 
actors in the national and international legal field.

Keywords: Rule of law, multiple streams, access to justice, pandemic and ICTs.

Research questions

•	 How was a window of opportunity created for the Paraguayan 
judicial system in the context of a pandemic?

•	 What was the role of ICTs in the temporary interruption of access to 
justice in Paraguay?
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Introducción

La pandemia del COVID-19 llegó a América Latina en un periodo caracterizado 
por la modernización de los sistemas judiciales. La transición del papel a lo digital 
no ha sido sencilla. No obstante, ha contribuido a una mayor eficiencia y trans-
parencia de los Poderes Judiciales y al acceso remoto a la justicia. Este es el caso 
del sistema judicial paraguayo, que ha implementado nuevas tecnologías como 
el Expediente Judicial electrónico, la firma digital, las notificaciones electrónicas, 
entre otros.

La crisis sanitaria ha provocado la interrupción temporal de la mayoría de servi-
cios brindados por los sistemas de justicia durante el periodo de confinamiento. 
Esto ha repercutido sobre uno de los principios básicos del Estado de derecho —el 
acceso a la justicia— y sobre el derecho fundamental de la igualdad ante la Ley y, 
por tanto, en el debido proceso. En este escenario, el uso de las Tecnologías de la 
Información y de las Comunicaciones (TICs) ha sido un factor clave en la mayoría 
de sistemas judiciales de la región.

La literatura existente reconoce la importancia del uso de las TICs en los sistemas 
de justicia, ya que provee de beneficios tales como la mejora en la productividad y 
desempeño de las administraciones de justicia, mayor seguridad de la información 
y transparencia, y facilita la interacción entre el ciudadano y la administración de 
justicia (Cerrillo, 2007). Por otro lado, pone en evidencia posibles debilidades o 
precauciones respecto al uso de las tecnologías en los sistemas de justicia cuando 
estas son vistas como soluciones en lugar de herramientas (Lillo, 2015).

La evidencia empírica indica que los procesos de reforma en las instituciones del 
Estado se pueden producir por los cambios en el régimen político (Root, 2009), 
post-conflictos internos (Valji, 2015) y por crisis humanitarias (Manyena, 2013). 
Este último caso se asemeja al escenario actual provocado por la pandemia del 
COVID-19. Es preciso mencionar que estos eventos a veces son necesarios, pero 
no suficientes para impulsar reformas.
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Resulta fundamental entender bajo qué circunstancias algunos eventos adversos 
pueden convertirse en catalizadores de oportunidades para impulsar reformas. Este 
estudio asume que la propagación del coronavirus generó una ventana de opor-
tunidad que aceleró el proceso de digitalización del sistema judicial en Paraguay. 
A partir del enfoque de corrientes múltiples (Kingdon, 1984), se analiza cómo la 
interrupción temporal del acceso a la justicia (corriente de los problemas), las ac-
ciones de las autoridades (corriente de la política) y las tecnologías implementa-
das por los juzgados en Paraguay (corriente de las políticas públicas) generan una 
oportunidad de cambio en un escenario de crisis.

Este trabajo se organiza de la siguiente manera. En la primera sección, se presenta 
la revisión de la literatura existente sobre el Estado de derecho, el acceso a la justicia, 
el uso de las TICS en los sistemas de justicia y el enfoque de corrientes múltiples. 
Asimismo, se describe la situación actual de los sistemas judiciales de la región en 
un contexto de pandemia. En la segunda sección se expone la metodología utili-
zada. La tercera sección analiza el caso de estudio desarrollando individualmente 
cada corriente. Por último, se presentan los resultados empíricos y conclusiones.

Revisión Bibliográfica

Estado de derecho y acceso a la justicia

El concepto de Estado de derecho es amplio y carece de una definición única. La 
idea de Estado de derecho surge ante los abusos cometidos por las monarquías 
del Estado absoluto y representa el triunfo del liberalismo frente al absolutismo y 
el despotismo ilustrado.3 A continuación, se mencionan algunas definiciones del 
Estado de derecho.

En 1944, Hayek formuló sobre el Estado de Derecho lo siguiente: 

3	 García (2015). Estado de Derecho y Principio de Legalidad. Comisión Nacional de Derechos Humanos. 
Disponible en http://ri.ibero.mx/bitstream/handle/ibero/1413/GRD_Lib_01.pdf?sequence=1 
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Significa que el gobierno está vinculado por normas fijadas y publica-
das de antemano – normas que hacen posible prever, con bastante cer-
teza, como usará la autoridad sus poderes coercitivos en determinadas 
circunstancias y planear los asuntos de los individuos con base a este 
conocimiento (pp. 54).4

En 1996, el profesor español Elías Díaz escribe su libro titulado Estado de Derecho 
y sociedad democrática, donde señala que el Estado de derecho es el imperio de la 
ley por encima de los poderes del Estado, de los poderes no estatales (sociales y 
económicos) y de los ciudadanos.5 

El Estado de Derecho democráticamente entendido es el imperio de 
la ley, pero es evidente que el Estado de Derecho es y habrá de ser 
por encima de todo imperio de la ley fundamental, el imperio de la 
Constitución. Desde este punto de vista, todo Estado de Derecho es un 
Estado Constitucional de Derecho (pp. 29).

Por otro lado, un Informe del Secretario General de las Naciones Unidas6 (2014) 
define el Estado de derecho como:

Un principio de gobernanza en el que todas las personas, instituciones y 
entidades, públicas y privadas, incluido el propio Estado, están someti-
das a leyes que se promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual 
y se aplican con independencia, además de ser compatibles con las nor-
mas y los principios internacionales de derechos humanos. Asimismo, 
exige que se adopten medidas para garantizar el respeto de los princi-
pios de primacía de la ley, igualdad ante la ley, separación de poderes, 
participación en la adopción de decisiones, legalidad, no arbitrariedad, 
y transparencia procesal y legal (pp. 5).

4	 Traducción recuperada de: Raz, J. (2002). Estado de derecho: concepto, fundamentos y democratización 
en América Latina. Siglo XXI. 

5	 Díaz E. (1966). Estado de Derecho y Sociedad Democrática.
6	 El Estado de derecho y la justicia de transición en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos (2014). 

Disponible en https://undocs.org/es/S/2004/616. 
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En 2019, a través de una revisión histórica y teórica, Rodríguez (2019) presenta 
una serie de conceptos que definen en conjunto al Estado de Derecho como:

Aquél en el que prevalecen principios constitucionales, la ley es el prin-
cipio que gobierna las decisiones que afectan a los ciudadanos, el go-
bierno es controlado tanto por el voto ciudadano como por la existencia 
de derechos fundamentales inviolables y existe una efectiva división de 
poderes (pp. 75).

Los Estados con regímenes democráticos establecen un sistema judicial impar-
cial. Es así que aseguran la supremacía de la ley sobre cualquier interés particu-
lar. La presencia de un Estado de derecho sólido es una condición necesaria para 
proteger los derechos fundamentales del individuo y para garantizar el acceso a 
la justicia. Ningún ciudadano o el mismo gobierno está por encima de la ley. Su 
quebrantamiento es juzgado y sancionado por el Poder Judicial. La autonomía de 
esta institución asegura que los ciudadanos hagan uso efectivo de su derecho de 
acceso a la justicia cada vez que perciban que sus derechos han sido vulnerados 
(PNUD Chile, 2014).

Entre los elementos necesarios para conformar un Estado de derecho y cuyo cum-
plimiento incrementa los niveles de certeza y seguridad jurídica (Haro, 2019), 
se encuentran:

•	 La división de poderes, que impide que el poder del Estado se concentre en 
una sola institución. 

•	 El imperio del derecho, que otorga certidumbre y seguridad jurídica, es decir, 
conocer las consecuencias de sus actos. 

•	 Las garantías institucionales, que significa que la justicia es ejercida por insti-
tuciones imparciales y accesibles que generan certidumbre. 

•	 El reconocimiento de los derechos y libertades fundamentales de la persona.

Existen grandes diferencias entre los sistemas democráticos, unos son más con-
servadores y otros más liberales. Por ello, es necesario precisar que el Estado de 
derecho no es equivalente a la justicia social. Sin embargo, ningún modelo de 
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justicia social puede ser alcanzado sino a través de los lineamientos que establece 
el Estado de derecho (Haro, 2019).

Por otro lado, existen amenazas que atentan contra el Estado de derecho, como 
la corrupción, el terrorismo, los conflictos internos o externos, desastres natu-
rales, entre otros. Estos eventos ponen en riesgo los principios de acceso a la 
justicia, igualdad ante la ley, la separación de poderes y la transparencia de los 
procesos legales. 

En la actualidad, el cumplimiento del Estado de derecho se ve afectado por la pan-
demia del COVID-19. Un evento sin precedentes que suspendió temporalmente 
el acceso a la justicia y afectó el cumplimiento del debido proceso. Estas crisis 
también pueden ofrecer oportunidades en el largo plazo. Los sistemas judiciales 
han encontrado otros mecanismos, distintos a los tradicionales, para continuar 
con sus funciones como la inclusión de archivos electrónicos y audiencias virtua-
les (Zouev, 2020).

Aportes y consideraciones del uso de las TICs en el sector justicia

Los Estados deben garantizar que todos los ciudadanos puedan ejercer su dere-
cho de acceso a la justicia. También deben crear las condiciones necesarias para su 
plena vigencia. Para ello, la incorporación de tecnologías puede ser clave. Puede 
mejorar los estándares en materia de accesos a la justicia y acceso a la información 
(Lillo, 2010).

La aplicación de nuevas tecnologías en la administración de justicia supone: (i) 
ahorro de tiempo y trabajo del personal del sistema judicial; (ii) obtención de ma-
yor información y transparencia sobre el proceso de justicia; (iii) ampliación en 
el acceso a la justicia, sobre todo para grupos vulnerables, tales como inmigrantes, 
personas con bajo nivel educativo, personas con capacidades diferentes; y (iv) ma-
yor celeridad en el tratamiento de los casos (Cerrillo, 2007).

Los procedimientos judiciales deben cumplir con dos objetivos: ser legales —
en concordancia a las leyes vigentes— y ser económicos —eficientes, eficaces 
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y oportunos—. Dado su compromiso con el debido proceso, las instituciones 
judiciales deben desarrollar procedimientos con transparencia y responsabilidad 
(Cordella y Contini, 2020). En ese sentido, las herramientas digitales pueden 
constituir un instrumento de apoyo para el sistema judicial. Los usuarios pueden 
hacer seguimiento de sus casos, facilitando la fiscalización de los procesos y el 
cumplimiento de los términos judiciales. Sin embargo, debido a la complejidad 
y la alta demanda de estos sistemas, es necesario que la implementación de estas 
tecnologías sea de manera progresiva (Londoño, 2010).

La tecnología ha provisto al sistema judicial de herramientas para el análisis y alma-
cenamiento de información, como el uso del Big Data y la Inteligencia Artificial 
(IA). La migración a lo digital implica gestionar una gran cantidad de informa-
ción. Por tanto, se requiere diseñar procedimientos que procesen eficientemente 
esta gran masa de información (Jiménez, 2014).

Los tribunales han adoptado métodos alternativos de resolución de disputas como 
los ORD (Online Dispute Resolution) para atender algunos conflictos. La inves-
tigación empírica indica que este método es más eficiente para resolver procesos 
civiles que penales, pues depende de la complejidad de los casos (Mania, 2015).

En general, la tecnología ha tenido una rápida evolución e incorporación en las ad-
ministraciones de justicia. Las TICs permiten una mayor celeridad en los procesos 
judiciales, lo que podría estar impactando positivamente en la percepción de los 
ciudadanos sobre ella. También puede acercar la justicia a quienes no hacen uso de 
su derecho de acceso a la justicia. Por otro lado, la tecnología ha encontrado mé-
todos más eficientes para tratar las grandes cantidades de datos con los que trabaja.

A pesar de esto, el uso de las TICs no está exento de posibles riesgos. Algunos au-
tores señalan ciertas consideraciones que se deben tomar en cuenta en el proceso 
de incorporación de nuevas tecnologías.

El desarrollo tecnológico del sistema judicial requiere que los ciudadanos puedan 
seguir haciendo uso efectivo de sus derechos. No obstante, puede generarse una 
brecha entre ciudadanos que tienen los medios y conocimientos para usar las pla-
taformas digitales y los que no. Letelier (2019) hace énfasis en la brecha digital en 
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los adultos mayores, quienes deben desplazarse de un contexto comunicativo a 
uno caracterizado por la alfabetización digital. Las personas deben ser capaces de 
ejercer su derecho de acceso a la justicia independientemente de su nivel socioe-
conómico, situación geográfica, nivel educativo, género o edad.

Es necesario precisar que las TICs no solucionan problemas de fondo, tales como el 
cambio en la lógica del juicio por expedientes por un juicio basado en la oralidad 
e inmediación. Tampoco cambia la lógica de la burocracia, ni mejora el acceso y 
la transparencia necesarios para un sistema judicial democrático. Es decir, gene-
ran cambios superficiales que pueden solucionar temas administrativos, pero no 
garantizan el respeto del debido proceso (Lillo, 2015).

La constante incorporación de medios tecnológicos puede pasar por alto el im-
pacto que tiene la tecnología sobre la participación de los usuarios, es decir, si son 
usados por ellos. Tampoco ha sido acompañada de un análisis riguroso sobre sus 
consecuencias normativas y sociales. El traslado de los servicios judiciales a me-
dios digitales puede ser incluso contraproducente y puede obstaculizar el acceso a 
la justicia cuando no se tiene en cuenta sus limitaciones. La tecnología no puede 
abordar, aisladamente, un tema tan complejo como el acceso a la justicia, incluso 
puede atenuar este derecho (Donoghue, 2017).

Si bien el uso de las TICs tiene múltiples beneficios para el funcionamiento de los 
sistemas de justicia, no es suficiente para garantizar el acceso a la justicia por sí 
solo, sino que debe ir acompañado de cambios en la lógica detrás de los procesos 
judiciales. Además, es necesaria la participación activa y constante de los ciudada-
nos en los procesos de cambio.

Las TICs aplicados a otros sectores del gobierno

El uso de las TICs está presente en las distintas esferas del gobierno, así como en 
todos sus niveles (nacional, regional y local). El desarrollo y contribución de estas 
tecnologías varían cuando se analizan los demás sectores de gobierno.

Valencia (2015) realiza una descripción sobre el proceso de adopción de TICs en la 
administración pública en Colombia, abarcando un periodo de estudio desde el 
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año 2000 hasta el 2014; identificándose el importante grado de avance en el de-
sarrollo y fortalecimiento desde el Estado de la implementación de las TICs en los 
procesos administrativos de las instituciones públicas, la capacitación de los usua-
rios, provisión de infraestructura pública, entre otros. Entre los factores asociados 
a este buen desempeño con el paso de los años, se identificó: (i) la existencia de 
instituciones públicas responsables de la adopción de la masificación de TICs como 
una política de Estado, (ii) el continuo control y evaluación de la implementa-
ción, y (iii) el visibilizar continuamente el nivel de avance de la política adoptada, 
a través de informes de gestión.

En México, Figueras (2019) analiza la factibilidad de un gobierno abierto conside-
rando 3 dimensiones: transparencia, TICs y la participación ciudadana. Su estudio 
evidencia la insuficiencia de las 3 dimensiones para el gobierno abierto aún son 
precarias. El principal hallazgo es que las leyes, instituciones y procedimientos 
para acceder a la información gubernamental, la participación ciudadana y las 
TICs mantienen barreras para que los ciudadanos puedan entenderlo y utilizarlo. 
Por otro lado, revela que existe desconocimiento y desinterés de los ciudadanos y 
la desconfianza en el gobierno. La suma de estos factores genera un ambiente des-
favorable para el desarrollo de un gobierno abierto en México. Ante esto, Figueras 
considera fundamental la construcción y desarrollo de conductas necesarias para 
reducir la desconfianza entre funcionarios y ciudadanos.

En Chile, se analizó la incorporación de medios electrónicos a los procesos de pro-
visión de información, bienes y servicios por parte de municipalidades en cinco 
regiones y los factores asociados a su buen funcionamiento. Entre los hallazgos del 
estudio, destacó la identificación de la infraestructura (conexiones de internet) y 
la baja dependencia financiera (falta de recursos) de los municipios, como los dos 
factores claves para el desarrollo del gobierno electrónico municipal; por el con-
trario, el nivel de profesionalización del personal y el gasto en capacitación en el 
manejo de TICs, no resultaron ser significativas en el buen desempeño de procesos 
que incorporen TICs (González et al., 2020).

Por su parte, Rodríguez (2021) analiza el gobierno digital en los gobiernos loca-
les de América Latina. Su trabajo identifica tres aspectos relevantes que aún están 
pendientes por atender. En primer lugar, indica que la participación ciudadana 
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en estos procesos aún es un tema utópico, a pesar de que el usuario es el principal 
protagonista en tales procesos. En segundo lugar, señala que es fundamental la 
inversión en infraestructura electrónica, principalmente en las zonas rurales y po-
tenciar la existente en las zonas urbanas. Finalmente, menciona que es necesario 
superar brechas de lenguaje, sobre todo en los países pluriétnicos, a fin de lograr 
una integración efectiva de toda la población al gobierno electrónico.

Al igual que en el caso del sistema judicial, los demás sectores del gobierno han 
visto en las TICs un medio para optimizar sus procesos. La literatura evidencia un 
conjunto de factores que se deben considerar para la implementación de las TICs 
tales como infraestructura, conectividad, profesionalización del personal, barreras 
burocráticas, entre otros. Sin embargo, la mayoría de autores concuerda que para 
que el proceso de incorporación de las TICs tenga éxito es fundamental la partici-
pación activa de todos los ciudadanos.

Enfoque de corrientes múltiples (ECM)

Los procesos de modernización tecnológica de las instituciones forman parte de 
una lista de reformas que tienen los Estados en sus agendas políticas. La urgencia 
de estos cambios depende de distintos factores. Como señala Lahera (2004), la 
agenda política puede cambiar debido a la fragmentación del sistema político, los 
programas políticos, la opinión pública, los medios de comunicación, entre otros. 
Sin embargo, existen otros factores que pueden producir que una reforma, que no 
estaba entre las prioridades de la agenda política, pase a ser una reforma prioritaria.

En ese sentido, Kingdon (1984) propone su enfoque de corrientes múltiples para 
explicar cómo una política puede ingresar a la agenda prioritaria. Este enfoque 
señala que deben confluir tres corrientes independientes: (i) corriente del proble-
ma; (ii) corriente de la política y (iii) corriente de las políticas públicas. La primera 
corriente hace referencia a un problema que perciben los ciudadanos y debe ser 
atendido con urgencia. La segunda corriente está compuesta por los actores de la 
política que buscan abordar el problema. Finalmente, la corriente de la política 
pública se vincula a una solución técnica, desarrollada por expertos y especialistas, 
para resolver el problema. Según Kingdon (1984), la confluencia de estas tres co-
rrientes crea una ventada de oportunidad:
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Una ventana de oportunidad política es una ocasión propicia para que 
los partidarios de ciertas propuestas las defiendan, o para que consigan 
que se preste atención a los problemas que consideran prioritarios (...). 
Estas ventanas de oportunidad política permanecen abiertas durante 
breves períodos. Si los participantes en el proceso político no las aprove-
chan, deberán esperar a que surja otra nueva oportunidad (pp. 173–174).

Estas ventanas pueden ser aprovechadas por los actores políticos. Las ventanas de 
oportunidad no permanecerán abiertas por demasiado tiempo. Pueden cerrarse 
cuando el problema sea resuelto, cuando haya un cambio de gobierno o cuando 
deje de ser interés social. Además, es necesario que las corrientes vayan en una mis-
ma dirección, es decir, debe haber una solución viable para resolver el problema y 
políticos dispuestos a implementarla y apoyarla (Kingdon, 1984).

A modo de ejemplo, Ramírez (2007) analiza la política de inmigración en España. 
La corriente del problema surge del cambio de gobierno y por el aumento del flujo 
migratorio. Este estudio muestra que en la elaboración de soluciones (corriente 
de las políticas públicas) pueden participar actores visibles y ocultos como las co-
munidades de expertos, empresarios políticos y asociaciones y ONGs.

En Perú, se examinó la reforma del Servicio Civil siguiendo el enfoque de las 
corrientes múltiples de Kingdon. Esparch (2012) señala que a pesar de que esta 
reforma ha estado en varias ocasiones en las prioridades de la agenda pública, no 
llegó a concretarse. El estudio resalta la importancia de la corriente de la política, 
es decir, la necesidad de que un grupo de actores políticos esté dispuesto a imple-
mentar acciones concretas para resolver un problema.

Álvarez (2017) investiga sobre el escándalo del gobierno uruguayo respecto a la 
existencia de pruebas de espionaje ilegal del personal castrense y policial a funcio-
narios públicos (corriente del problema). Ante esto, el Poder Ejecutivo (corriente 
de la política) propuso la creación de una Comisión Especial de Inteligencia y un 
Proyecto de Ley (corriente de las políticas públicas). La concurrencia de estas tres 
corrientes generó una ventana de oportunidad para colocar los asuntos de inteli-
gencia en la agenda del gobierno.
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En Colombia, se estudió la incorporación de la política pública de seguridad y 
convivencia en la agenda gubernamental de Medellín. En este caso, el factor de-
terminante fue la presencia del narcotráfico que llevó a un aumento significati-
vo de la violencia urbana. Esto puso la atención en la seguridad de la ciudad de 
Medellín en la agenda pública. El estudio muestra que la voluntad política no fue 
suficiente para generar cambios; fue necesario trabajar con los ciudadanos afecta-
dos y con organismo internacionales para crear una solución adecuada (Pedraza 
y Duarte, 2017).

Asimismo, Sanjurjo (2018) analiza la Ley de Tenencia Responsable de Armas en 
Uruguay bajo el marco de corrientes múltiples (Multiple-Streams Framework, 
MSF). Su estudio concluye que los cambios en las agendas son más probables cuan-
do las corrientes están maduras, es decir, es necesario saber el momento preciso 
para abordar el problema.

Críticas y limitaciones del ECM

A pesar de su utilidad y amplia aplicación para el análisis las políticas, el ECM ha 
recibido una serie de cuestionamientos por diversos autores (Béland y Howlett, 
2016; Cairney y Jones, 2016; Neilson, 2001; Sabatier, 1999; Zahariadis, 2009). A 
continuación, se describen las principales críticas y limitaciones del ECM en el as-
pecto teórico y práctico.

Según Kingdon (1984), existen varias corrientes “independientes” de eventos y 
actores que concurren y crean una ventana de oportunidad. No obstante, Sabatier 
(1999) cuestiona la independencia de tales corrientes basándose en su enfoque de 
las coaliciones promotoras (ACF); según el autor en algunos casos existe una rela-
ción directa entre los elementos políticos y los problemas, los que su vez puedan 
estar relacionados con las soluciones (políticas públicas). Por tanto, señala que es 
difícil hablar de independencia entre las corrientes.

Neilson (2001) señala que las contribuciones de Kingdon se basan en un ré-
gimen democrático occidental y que no describen cómo los temas pueden o 
no aparecer en la agenda de los estados no democráticos. Es así que Neilson 
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critica que el enfoque solo tendría éxito bajo sistemas democráticos donde existan 
“intereses organizados”.

Por otra parte, Béland y Howlett (2016), destacan el uso del ECM para realizar aná-
lisis comparativos entre políticas, pero también sugieren que el desarrollo de este 
modelo debe complementarse con otros enfoques para proporcionar una descrip-
ción más precisa de la realidad de la formulación de políticas. Del mismo modo, 
Zahariadis (2009) señala que el ECM deber ser flexible y debe poder adaptarse a 
los casos de análisis en función de los niveles de importancia de cada corriente. 

Un punto relevante que menciona Cairney y Jones (2016) es que en la actualidad 
el ECM se ha aplicado a temas, áreas y periodos no anticipados por Kingdon en su 
estudio inicial, lo que representa nuevos desafíos conceptuales. Ante esto, plantea 
que se necesitan nuevas reformas que aseguren resultados coherentes y compara-
bles entre sí, para lo cual promueve examinar cómo se relaciona este enfoque con 
otras teorías políticas y conceptos en la literatura.

En general, el enfoque de corrientes múltiples ha sido empleado para analizar di-
versas reformas, políticas públicas, leyes, entre otros. La literatura señala que la 
confluencia de las tres corrientes puede generar una ventana de oportunidad para 
que las autoridades diseñen e implementen soluciones. Un aspecto interesante de 
la literatura, es que muchas veces los problemas son suscitados por eventos exter-
nos, como un mayor flujo migratorio, un escándalo político y el narcotráfico. De 
esta manera, el problema escala en la agenda pública y se convierte en una prio-
ridad de las autoridades.

Sistemas judiciales en América Latina y el Estado de Emergencia

La pandemia del COVID-19 llegó a América Latina en un periodo caracteriza-
do por la modernización de los sistemas judiciales. Algunas administraciones de 
justicia contaban con un soporte tecnológico para desarrollar sus actividades de 
manera virtual. Otras aún estaban en un periodo de “madurez digital”, es de-
cir, en un periodo de transformación e incorporación de nuevas tecnologías a 
sus procedimientos. 
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Tabla N° 1  Justicia Digital en América Latina

PAÍS
ACCESO A LA 
INFORMACIÓN 
JUDICIAL

FIRMAS 
ELECTRÓNICAS

EXPEDIENTE 
JUDICIAL 
ELECTRÓNICO

AUDIENCIAS 
VIRTUALES

Argentina Ley 27.275 de 2016 Ley 26.685 de 2011 Ley 26.685 de 
2011

Resolución SC 
N° 816/20

Chile Ley 20285 de 2008 Ley 19799 de 2002 Ley 20.886 de 
2015

Acordado N° 
41-2020

Colombia Ley 1712 de 2014 Ley 1564 de 2012 Ley 1437 de 2011 Ley 1709 de 
2014

México

Ley Federal de 
Transparencia 
y Acceso a la 
Información 
Pública de 2016

Acuerdo General 
Conjunto 1 de 2013

Acuerdo General 
Conjunto 1 de 
2013

Acuerdo 
General 
74/2008

Paraguay Ley 5.282 de 2014 Ley 4.017 de 2010 Acordada 1108 de 
2016

Ley 6.495 de 
2020

Perú Ley 27.806 de 
2002 Ley 27.269 de 2000

Resolución 
Administrativa N° 
228-2017-CE-PJ

Resolución 
Administrativa
N°000173-
2020-CE-PJ de 
2020

Uruguay Ley 18.381 de 2008 Ley 18.237 de 2007 Ley 18.237 de 
2007

Acordada N° 
7784
de 2013

Fuente: Elaboración propia

La Tabla N° 1 muestra algunas tecnologías implementadas por los sistemas judi-
ciales de la región. Se observa que Argentina, Colombia, Chile, México y Uruguay 
fueron los primeros en implementar el Expediente Judicial Electrónico. En países 
como Perú y Paraguay este proceso fue un poco más lento. Antes de la pandemia, 
el desarrollo de audiencias virtuales era aún escaso en América Latina, solo algu-
nos países como Colombia, México y Uruguay contaban con reglamentos para 
su desarrollo.

En 2018, el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) presentó un es-
tudio “Índice de Servicios Judiciales en Línea” que evalúa el nivel de acceso a la 
justicia a través de las TICs, particularmente internet, con el objetivo de lograr la 
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democratización, la transparencia y participación ciudadana. Los resultados de este 
estudio muestran que, de los 33 países evaluados, pertenecientes a la Organización 
de Estados Americanos (OEA), Colombia y Chile presentan los mejores servicios 
judiciales en línea ya que ambos han profundizado el trabajo en materia de trans-
parencia y gobierno electrónico. En esta evaluación, el sistema judicial paraguayo 
se ubicó en el puesto 11 de 33 países.

Asimismo, CEJA (2020) analiza la situación de los sistemas de justicia en América 
Latina en el contexto de la pandemia del COVID-19. Este informe señala que 
casi la totalidad de los Poderes Judiciales decretaron la suspensión del servicio 
judicial y la suspensión de plazos judiciales. Solo se habilitó el ingreso de casos 
urgentes. También, menciona que se adoptaron medidas excepcionales como el 
teletrabajo, audiencias virtuales y uso de expedientes electrónicos. En general, to-
dos los Poderes Judiciales apelaron al uso de las TICs para la prestación del servicio 
de justicia.

Por ejemplo, en Argentina se estableció que todas las presentaciones y su docu-
mentación en el ámbito de la Justicia Nacional y Federal sean completamente en 
formato digital a través de la Identificación Electrónica Judicial (IEJ). Por otro lado, 
en Paraguay y Perú, esta tarea fue más complicada debido a que solo algunos dis-
tritos contaban con el trámite judicial electrónico.

El caso de Chile es bastante particular, pues desde el 2015 cuenta con la Ley de 
Tramitación Digital de los Procedimientos Judiciales, que busca terminar con 
la materialidad de los procesos judiciales y fomentar los trámites electrónicos. 
Además, creó la Oficina Judicial Virtual (OJV), a través de la cual los ciudadanos 
pueden gestionar de manera online sus causas, notificaciones, audiencias, entre 
otros procedimientos judiciales.

En 2019, Paraguay contaba con 72 juzgados con Expediente Judicial Electrónico. 
Estos juzgados estaban ubicados en la capital y muchos tuvieron que interrumpir 
sus actividades. Ante ello la Corte Suprema de Justicia inició un proceso de ex-
pansión del expediente electrónico para llegar a todas las circunscripciones del país.
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En ese sentido, resulta relevante analizar el caso del sistema judicial en Paraguay, 
pues era uno de los países que estaba en una etapa temprana de maduración di-
gital de sus procesos judiciales. Además, había indicios de la presencia de las tres 
corrientes que propone Kingdon (1984). En primer lugar, se interrumpió tem-
poralmente el acceso a la justicia en todos los juzgados (corriente de los proble-
mas). En segundo lugar, las autoridades de la Corte Suprema de Justicia inicia-
ron un trabajo conjunto (corriente de la política). En tercer lugar, contaban con 
algunas herramientas digitales para continuar con sus funciones (corriente de las 
políticas públicas).

Metodología

Debido a la naturaleza exploratoria de este estudio, se inicia con una revisión de 
fuentes documentales sobre las acciones adoptadas por el sistema judicial. Se re-
copiló información de informes, sitios web y Acordadas de la Corte Suprema de 
Justicia. La información primaria fue recogida mediante entrevistas virtuales semi
estructuradas a expertos en materia judicial (funcionarios, jueces, magistrados y 
abogados), con el objetivo de profundizar en temas específicos y complementar 
los hallazgos de la revisión de documentos. Luego se sistematizó la información 
obtenida de la Dirección de Transparencia y Acceso a la Información de la Corte 
Suprema de Justicia.

A partir del enfoque de corrientes múltiples de Kingdon (1984) se analiza la con-
currencia de tres corrientes: (i) la interrupción temporal del acceso a la justicia; (ii) 
las acciones de las autoridades del sistema judicial paraguayo durante el primer año 
de pandemia; y (iii) las tecnologías implementadas por los juzgados en Paraguay.
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Figura N° 1  Diagrama de Corrientes Múltiples

Corriente del Problema:
Interrupción temporal del acceso

Corriente de la Política:
Actuaciones de las autoridades

Una ventana de 
oportunidad

Corriente de Políticas Públicas:
Tecnologías implementadas

Fuente: Elaboración propia

Las tecnologías implementadas por el sistema judicial se clasifican según los cri-
terios establecidos por Cerrillo (2007). El autor menciona que las TICs tienen 
diversas aplicaciones en la administración de justicia y las clasifica siguiendo dos 
criterios: el grado de complejidad técnica de la aplicación y el nivel de interac-
ción con los usuarios. En base a esto, Cerrillo identifica cuatro usos de las TICs en 
la administración de justicia: (1) el tratamiento de la información, (2) la gestión 
de los expedientes judiciales, (3) la relación entre administración de justicia y los 
operadores jurídicos y (4) la toma de decisiones.

El primer punto constituye el uso principal que se le da a las TICs pues incrementa 
la transparencia de la justicia y permite agilizar la transmisión de la información 
entre operadores jurídicos y de estos con los ciudadanos. Por otro lado, las TICS en 
la gestión de los expedientes judiciales generan una mejora en su funcionamien-
to y en la eficacia y eficiencia de la administración de justicia. Asimismo, las TICs 
pueden mejorar las relaciones entre las oficinas judiciales y los ciudadanos debido 
a que facilitan la descarga de formularios, escritos judiciales, certificados y la pre-
sentación de escritos o consultas en línea. Por último, la aplicación más compleja 
de las TICs en la administración de justicia la constituyen las herramientas de apoyo 
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en la toma de decisiones como: los asistentes de apoyo a la función jurisdiccional 
que lleva a cabo el juez y los juicios electrónicos. 

Figura N° 2  Uso de las TICs en la justicia

Información

Gestión

Relación

Decisión

Complejidad

+

Interacción–
– +

Fuente: Cerrillo (2007)

Estos criterios serán empleados en la sección de la corriente de las políticas públicas 
para clasificar, sistematizar y organizar la información recopilada de las fuentes do-
cumentales de la Corte Suprema de justicia y de las entrevistas semiestructuradas.
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Estudio de caso: una ventana de oportunidad para  
el sistema judicial

La Constitución de 1992 de la República de Paraguay establece que la administra-
ción de justicia está a cargo del Poder Judicial, ejercido por la Corte Suprema de 
Justicia, por los tribunales y por los juzgados. El Capítulo I de la Ley N° 609/1995, 
Ley que organiza la Corte Suprema de Justicia, señala que esta queda organizada 
en tres salas, integradas por tres ministros cada una: la Sala Constitucional, la Sala 
Civil y Comercial, y la Sala Penal; sin perjuicio de lo dispuesto por esta ley sobre 
la ampliación de salas.

La Corte Suprema de Justicia tiene como misión administrar justicia oportuna, 
tutelando los derechos de las personas y poblaciones, resolviendo conflictos jurí-
dicos con igualdad y transparencia, a fin de restaurar y mantener la paz social, en 
el marco del Estado Social de Derecho.

1.	 Corriente del problema: interrupción temporal del acceso a la justicia

En 2009, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos identificó algunos 
obstáculos para el acceso a la justicia en Paraguay. El informe señala que todos los 
ciudadanos enfrentan obstáculos extralegales para acceder a la justicia, pero son 
los sectores con menores ingresos los más perjudicados. A pesar del esfuerzo de 
la Corte Suprema de Justicia por intentar acercar este derecho a toda la ciudada-
nía, una gran cantidad de paraguayos permanecía al margen de este derecho. La 
ubicación de los juzgados limitaba el ejercicio de este derecho a los ciudadanos 
del interior del país.7

Cuando pueden acceder físicamente a dichas instituciones, se deben 
enfrentar a otros obstáculos: costo excesivamente alto del servicio de 
justicia, imposible de alcanzar para  la mayoría; insensibilidad de gran 
número de los operadores de justicia; falta de información sobre los 
servicios ofrecidos, lo que acarrea desconocimiento sobre sus derechos 
y obligaciones como justiciables; el formalismo que rodea a toda la 

7	 Disponible en: https://www.iidh.ed.cr/IIDH/media/1449/acceso-a-la-justicia-paraguay-2009.pdf
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institución judicial, incluido un lenguaje absolutamente ajeno para la 
generalidad de las personas; la no aplicación o la aplicación incorrecta 
de la normativa vigente; demoras excesivas en los procesos, acarreando 
mayores costos; la corrupción judicial, percibida por los habitantes del 
país, lo que lleva a no confiar en el Poder Judicial y a la convicción de 
que sólo los poderosos económicamente pueden tener un proceso judi-
cial exitoso (pp. 41–42).

La Corte Suprema de Justicia implementó una serie de reformas para intentar su-
perar algunos de estos obstáculos. En 2012 inicia el proceso de Mesa de Entrada 
en Línea, que posibilita la presentación de demandas y acciones en los Juzgados 
de Primera Instancia. Antes los expedientes eran atendidos por un “sistema de 
turnos”. Cada despacho se encargaba de dar atención a un grupo de expedientes y 
pasaba a otro, era un proceso predictible. La incorporación de la Mesa de Entrada 
en Línea generó un proceso aleatorio.8 Esto permitió que los expedientes sean 
asignados de manera aleatoria entre los despachos disponibles. Las jurisdicciones 
Civil y Comercial, Laboral y de la Niñez y Adolescencia de Asunción fueron las 
primeras en contar con esta herramienta. Luego se extendió a las jurisdicciones 
Penal Adolescencia y Penal de Asunción y Encarnación.9

En 2014 se incorporó el Oficio Judicial Electrónico que agiliza los procesos inter-
nos de la gestión jurídica de los despachos. Los juzgados realizaron convenios con 
otras instituciones públicas y privadas para integrar sus procesos. Sin embargo, este 
proceso solo se dio en las grandes circunscripciones del país y, por tanto, persistía 
el problema de acceso a la justicia de la ciudadanía de zonas alejadas de la capital.

En octubre de 2016 se implementó el Expediente Judicial Electrónico en el Juzgado 
de Primera Instancia Civil y Comercial y en el Tribunal de Apelación. Luego y 
mediante la Acordada N° 1.107 del 2016 se aprobó la implementación de los trá-
mites judiciales electrónicos. Esta iniciativa ha permitido el desarrollo de todos 
los juicios a través de internet, con un sistema que ha brindado celeridad, trans-
parencia, ahorro y acceso a la ciudadanía. Está enmarcada en el Plan Estratégico 

8	 Entrevistado E2.
9	 Disponible en: https://www.pj.gov.py/contenido/664-mesa-de-entrada-online/854 
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2016–202010 que busca potenciar el uso de la tecnología en los procesos judiciales, 
con el objetivo de fortalecer el proceso de informatización de la gestión judicial y 
lograr un control integral del accionar institucional.

En 2020, el problema del acceso a la justicia se vio afectado por la rápida propa-
gación del COVID-19. De manera que se suspendieron temporalmente las acti-
vidades de la Corte Suprema de Justicia y sus juzgados, con el fin de proteger la 
salud de sus trabajadores y usuarios. Una primera medida adoptada por la Corte 
Suprema de Justicia, en el marco del Estado de Emergencia, fue la Acordada de 
N° 1366/2020 que estableció:

“Suspender las actividades del Poder Judicial en todas las circunscrip-
ciones judiciales de la República desde el 12 de marzo hasta el 26 de 
marzo del 2020”.

“Suspender los plazos procesales, administrativos y registrales en todas 
las Circunscripciones Judiciales de la República, los que se reanudarán 
el 27 de marzo de 2020”.

“Se suspenden las actividades de la jurisdicción Civil y Comercial y 
Laboral, tanto en Primera Instancia como en los Tribunales de Apelación, 
así como de los Tribunales de Cuentas; en todas las Circunscripciones 
Judiciales de la República”.

La necesidad de cumplir con su misión de administrar justicia oportuna con igual-
dad y transparencia, hizo que los ministros del sistema judicial tengan que repensar 
la forma de administrar justicia. El problema de acceso a la justicia ya no era solo 
de las circunscripciones del interior del país sino también de las circunscripciones 
que carecían de medios alternativos para acceder a la justicia de manera digital. 
Además, la suspensión de los plazos procesales, administrativos y registrales puso 
en riesgo el cumplimiento del debido proceso. Estos eventos implicaron que en 

10	 “Plan Estratégico Institucional 2016-2020”. Disponible en:
	 https://www.pj.gov.py/descargas/ID1-298_libro_plan_estrategico_csj_2016_2020.pdf 
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la agenda prioritaria del Poder Judicial la implementación de medios alternativos 
para acceder a la justicia en todas las circunscripciones del país.

2.	 Corriente de la política: acciones del sistema judicial

El trabajo conjunto de los ministros de la Corte Suprema de Justicia fue funda-
mental en este periodo. Tomaron acciones para impulsar el uso de herramientas 
digitales en los juzgados. Desde la Corte se aprobaron una serie de protocolos y 
nuevas tecnologías para continuar con el desarrollo de sus actividades y ampliar 
la cobertura del derecho de acceso a la justicia a las circunscripciones que aún no 
tenían el Expediente Judicial Electrónico.  La Corte Suprema de Justicia aprobó 
la siguiente normativa:

Tabla N° 2  Normativa aprobada en el periodo de pandemia, relacionada a 
las actividades en el sistema judicial

Acuerdo Contenido Implicancia

Acordada 
N° 1370/2020

- “Se aprueba el Protocolo de Gestión 
Electrónica a distancia a ser aplicado durante 
el periodo de emergencia sanitaria establecido 
por el Poder Ejecutivo”.

- “Se extiende la suspensión de actividades has-
ta el 12 de abril de 2020 en las Jurisdicciones 
Penal, Civil y Comercial y Laboral, tanto en 
Primera Instancia como en los Tribunales de 
Apelación en todas las circunscripciones judi-
ciales del país y del Tribunal de Cuentas, con 
excepción de los Juzgados y Tribunales de la 
Jurisdicción Civil y Comercial de la Capital 
que cuenten con el Expediente Judicial 
Electrónico o el Trámite Judicial Electrónico, 
reanudándose los plazos en los juicios que tra-
mitan ante los mismos a partir del día lunes 
30 de marzo de 2020”.

Promueve el uso de las nuevas 
tecnologías, lo que constituye 
uno de los avances más signifi-
cativos para el sistema de justi-
cia paraguayo.
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Acuerdo Contenido Implicancia

Acordada 
N° 1373/2020

“Reanudar los plazos procesales, registrales y 
administrativos a partir del día lunes 13 de 
abril de 2020”.

Reglamenta la reanudación de 
actividades de los servidores 
públicos del sistema judicial. 
Además, se establecieron tur-
nos rotativos de trabajo y ho-
rarios de atención al público 
en general, así como una se-
rie de disposiciones generales 
de carácter obligatorio para 
todos los magistrados, funcio-
narios, auxiliares de justicia y 
usuarios del servicio de justicia 
en general.

Acordada 
N° 1381/2020

“Modificar los artículos 1° y 2° de la Acordada 
N° 1373/2020”.

Modifican la fecha de reanu-
dación de plazos procesales 
tramitados ante las salas de 
la Corte Suprema de Justicia, 
ante todos los Juzgados de pri-
mera instancia y Tribunales de 
Sentencia y los plazos adminis-
trativos y registrales.

Resolución 
N° 243/2020

“Aprobar como buena práctica el uso de la tec-
nología para la transmisión de informes y co-
pias de los últimos movimientos de los expe-
dientes judiciales (…)”.

Permitió gestionar de manera 
más eficiente los procesos ad-
ministrativos mediante el uso 
de la tecnología. Además, con-
tribuye al cumplimiento de los 
plazos del debido proceso.

Ley 
N° 6495/2020

“Ley regula el uso de los medios telemáticos 
para la realización de audiencias en los proce-
sos judiciales que se tramitan en los distintos 
fueros que componen el Poder Judicial o ante 
el Ministerio Público los cuales tendrán ca-
rácter gratuito”.

La implementación de la pre-
sente Ley queda bajo las com-
petencias de la Corte Suprema 
de Justicia, la Fiscalía General 
del Estado y el Ministerio de 
Justicia. Esta Ley permitió que 
se pueda continuar con las au-
diencias que fueron suspendi-
das a raíz de la pandemia.

Acordada 
N° 1391/2020

“Instar a todos los jueces penales de la República 
del Paraguay, a la implementación y utilización 
de las normas previstas en la Ley N° 6495/2020, 
que aprueba el uso de medios telemáticos para 
la realización de audiencias penales”.

Difusión del uso de medios te-
lemáticos para realizar audien-
cias a todos los jueces penales.
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Las acciones de la Corte Suprema de Justicia estuvieron orientadas, en primer lugar, 
a proteger la salud de sus trabajadores y usuarios y, en segundo lugar, a encontrar 
nuevos mecanismos para continuar con sus funciones durante el confinamiento. 
Pese a que el sistema judicial paraguayo contaba con algunas herramientas tecno-
lógicas como la firma digital, el Expediente Judicial Electrónico y las notificacio-
nes electrónicas, entre otros, fue necesario ampliar la cobertura de estos medios 
digitales a todas las jurisdicciones. Esta corriente suele ser la más complicada de 
darse, pues pocas veces los actores políticos están de acuerdo, sin embargo, la pan-
demia dio pocas opciones e impulsó la migración de una justicia presencial a una 
justicia parcialmente virtual.

3.	 Corriente de las políticas públicas: tecnologías implementadas por el siste-
ma judicial

A continuación, se presentan las tecnologías implementadas por el sistema judicial 
durante el primer año de la pandemia del COVID-19. La clasificación y organi-
zación de estas tecnologías se ajusta a los criterios de Cerrillo (2007) sobre el uso 
de las TICs en los sistemas de justicia. También, se exponen los resultados de las 
entrevistas realizadas a actores clave del ámbito jurídico. 

•	 Acceso a la información judicial

Respecto a la aplicación de las TICs en el tratamiento de la información, la Corte 
implementó el Portal de Datos Abiertos de la Corte Suprema de Justicia11. Este 
portal es una herramienta que facilita la búsqueda de información sobre los ser-
vicios de justicia en Paraguay, como por ejemplo circunscripciones, facilitadores, 
abogados, magistrados, entre otros. La información que proporciona puede ser 
libremente usada, reusada y distribuida por los ciudadanos, sujeto solo a requisitos 
de atribución y redistribución con la misma licencia. Además, es un medio que 
fomenta la transparencia de la gestión jurídica y permite el empoderamiento de 
los ciudadanos en los procesos de decisión.

11	 Ver https://datos.csj.gov.py/ 
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Esta iniciativa busca que la ciudadanía pueda hacer uso pleno de su derecho de 
acceso a la información, la cual puede ser solicitada de manera verbal, escrita y a 
través de correo electrónico. La información solicitada debe ser entregada en un 
plazo no mayor a los 15 días.12

“La noción de gobierno abierto viene a otorgar a las tecnologías como 
una ruta de trabajo, es decir, una forma de orientar la tecnología y no 
pensar que las tecnologías son una solución sino una herramienta que 
puede ayudar a otro fin (...) la noción de gobierno abierto plantea obje-
tivos interesantes, uno es la transparencia, otro es la participación activa 
de las personas en la toma de decisiones (...) Hay mucha información 
pública pero no se utiliza porque no está pensada con un fin. Esta infor-
mación debe apuntar a ser usada para empoderar a los ciudadanos” (E5).

En cumplimiento de la Ley N° 5.189/14 y la Ley N° 5.282/14, la Dirección de 
Transparencia y Acceso a la Información de la Corte Suprema de Justicia reportó 
232 solicitudes de información en el año 2019 y 252 solicitudes de información 
en el año 2020 (Ver Figura N° 3). La mayoría de estas solicitudes son enviadas a 
través de su portal unificado.

Figura N° 3  Gestión de solicitudes de Información Pública

Portal Unificado 37 %
35 %

37 %
23 %

13 %

12 %
9 %

2 %
4 %

29 %

Formulario

Correo electrónico

Nota

Otros

Fuente: Dirección de Transparencia y Acceso a la Información de la CSJ (2021).

12	 Disponible en: https://www.pj.gov.py/contenido/1298-acceso-a-la-informacion-publica-y-transparencia-
gubernamental/1346 
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Los sistemas judiciales producen una gran cantidad de información. Por tanto, es 
fundamental contar con medios electrónicos para su almacenamiento. La difusión 
de información pública incrementa la transparencia de los organismos públicos. 
Los ciudadanos están mejor informados y pueden tomar mejores decisiones.

•	 Gestión del Expediente Judicial Electrónico

En 2019 se inició el proceso de expansión del Expediente Judicial Electrónico 
en algunas regiones del interior del país. Este proyecto cobró velocidad duran-
te el 2020, como medida de reacción frente a la pandemia del COVID-19. La 
Corte Suprema de Justicia pasó de 72 a 446 despachos con el Expediente Judicial 
Electrónico en menos de dos años (Ver Tabla N° 3). Las circunscripciones de 
Boquerón y Presidente Hayes son las únicas que no cuentan con esta herramienta.

“Mantuvimos un ritmo constante de trabajo durante toda la pandemia. 
A finales de 2019, teníamos planeado llegar a digitalizar 5 ciudades del 
interior de la República de Paraguay. Sin embargo, a agosto de 2021 ya 
habíamos llegado a 46 ciudades (...) fue un salto exponencial de casi 10 
veces lo planeado” (E1).

“Los despachos nunca cerraron, hicimos una estrategia para que los jue-
ces puedan trabajar desde sus casas (...) la tecnología nos permitió tra-
bajar 24 horas. También, ayudó la autenticación virtual por videolla-
madas” (E2).

La pandemia generó que el proceso de expansión del Expediente Judicial 
Electrónico sea de manera descentralizada. La necesidad de atender los casos de 
todos los juzgados hizo que la Corte Suprema de Justicia incorpore esta herramien-
ta en todas las circunscripciones. Esto benefició a los despachos de las zonas urba-
nas y rurales del país. En 2019, solo la capital contaba con el Expediente Judicial 
Electrónico y a mediados del 2021 llegó a 16 circunscripciones.
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Tabla N° 3  Despachos con el Expediente Judicial Electrónico  
por Circunscripción

Circunscripciones Cantidad de despachos

Alto Paraguay 5

Alto Paraná 67

Amambay 26

Asunción 98

Boquerón 0

Caaguazú 41

Caazapá 8

Canindeyú 21

Central 22

Concepción 38

Cordillera 15

Guairá 27

Itapúa 31

Misiones 10

Ñeembucú 14

Paraguari 8

Presidente Hayes 0

San Pedro 15

Total general 446

Fuente: Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones de la CSJ (2021).

La implementación del Expediente Judicial Electrónico significó un desafío para 
los despachos que carecían de experiencia previa respecto a su uso. Sin embargo, 
la necesidad de hacer prevalecer el Estado de Derecho y garantizar el acceso a la 
justicia transformó la forma en que venían trabajando los despachos.
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“La incorporación del Expediente Electrónico en los despachos no fue 
sencilla pues existía un fuerte apego a los procesos judiciales tradicio-
nales (...) al inicio de la pandemia los únicos que podían trabajar eran 
los que contaban con el Expediente Electrónico” (E3).

La Corte Suprema de Justicia lanzó la campaña “EL EXPEDIENTE JUDICIAL 
ELECTRÓNICO ES TUYO”. El objetivo era informar a la ciudadanía que pue-
den acceder a las causas judiciales en las que son parte a través del Expediente 
Judicial Electrónico. De modo que el ciudadano tenga conocimiento del trabajo 
de los magistrados, funcionarios y abogados.

En general, se amplió el alcance de las tecnologías ya existentes como el Expediente 
Judicial Electrónico, los oficios electrónicos, las notificaciones electrónicas y las ac-
tuaciones digitales. Para lograr esto, se mejoró la infraestructura de los despachos, 
se capacitó al personal administrativo y se elaboraron guías para los usuarios para 
iniciar sus trámites judiciales por medios telemáticos.

Tabla N° 4  Elementos electrónicos

Año Oficios Judiciales 
Electrónicos

Notificaciones 
Electrónicas

Actuaciones 
Digitales

2019 185,149 52,951 412,877
2020 188,833 317,487 4,138,254
2021 (junio) 119,198 1,030,232 1,126,380

Fuente: Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones de la CSJ (2021).

•	 Consultas vía Whatsapp

El Consejo de la Corte Suprema de Justicia emitió la Resolución N° 243 para aten-
der las consultas de los abogados litigantes y hacer uso de las tecnologías existentes. 
El artículo 4 de esta Resolución dispuso la habilitación de correos electrónicos y 
líneas de celulares para realizar consultas vía Whatsapp sobre el estado procesal de 
sus expedientes. De esta manera, el Consejo de Superintendencia ha mantenido 
la comunicación entre los ciudadanos y los operadores jurídicos.
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La Corte Suprema de Justicia puso a disposición de los interesados una plataforma 
con los números de teléfonos de los tribunales y juzgados de las 18 circunscrip-
ciones de todo el país.

“Crear un sistema adicional para atender las dudas de los usuarios era com-
plicado, la Corte optó por utilizar una tecnología ya existente y conocida 
(Whatsapp) por los usuarios para resolver sus consultas (...) de esa ma-
nera se puso el Whatsapp como medio de trabajo en los juzgados” (E3).

La Corte optó por otros medios tecnológicos para seguir atendiendo las dudas de 
los usuarios. El uso del Whatsapp se convirtió en una alternativa que facilitó las 
comunicaciones y notificaciones entre las partes. Esta práctica también fue apli-
cada por Argentina, Chile y Colombia. Se dispuso que todas sus dependencias 
proporcionen números de contacto de manera que los ciudadanos puedan efectuar 
sus consultas durante el periodo de confinamiento.13

•	 Audiencias Telemáticas

La suspensión de las actividades de los tribunales y juzgados dio cabida a buscar 
otros medios para continuar con las audiencias que quedaron paralizadas, es así 
que mediante la Ley N° 6.495 se autorizó la implementación del sistema de au-
diencias por medios telemáticos14 en el Poder Judicial y Ministerio Público. 

En diciembre de 2020, se aprobó la guía para la realización de audiencias por me-
dios telemáticos en los tribunales y juzgados, para evitar el contagio y la propaga-
ción del COVID-19.15 Esta herramienta permite llevar a cabo audiencias virtuales 
por Google Meet, Zoom, Skype, etc. previa coordinación con las partes y terceros 
intervinientes. Además, el actuario(a) judicial debe brindar a los participantes las 
indicaciones respectivas para la correcta dirección de la audiencia.16

13	 Disponible en http://scm.oas.org/pdfs/2020/CP42372TCEJACOVID19.pdf
14	 Comunicación a distancia entre dos o más personas que pueden verse y oírse en tiempo real a través de una 

red o de otro recurso tecnológico de transmisión. Según Ley N° 6.495.
15	 Disponible en https://www.pj.gov.py/descargas/ID1-703_guia_audiencias_telematicas_1.pdf 
16	 Disponible en https://www.pj.gov.py/notas/19611-aprueban-guia-de-audiencias-telematicas 
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La necesidad de continuar con las audiencias que quedaron suspendidas por la 
pandemia impulsó el uso de medios telemáticos. Hasta finales del 2019 solo se 
habían llevado a cabo 105 audiencias virtuales. Esta cifra creció exponencialmen-
te para el año siguiente. En 2020, se realizaron 5434 audiencias virtuales (Ver 
Tabla N° 5).

Tabla N° 5  Audiencias telemáticas

Año Cantidad de Audiencias telemáticas

2019 105
2020 5,434
2021 (junio) 7,633

Fuente: Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones de la CSJ (2021).

“Se avanzó con la realización de audiencias telemáticas, sobre todo en lo 
penal pero también se dió en lo civil y comercial (...) de esta manera se 
atendió casos de las zonas más alejadas del país, sin la necesidad que el 
fiscal salgo de su oficina” (E1).

La realización de audiencias telemáticas puede ser compleja para algunos tipos de 
audiencias. También pueden pasar por alto ciertos procedimientos o protocolos 
que se dan en una audiencia presencial.

“Hay que distinguir en qué etapa procesal o qué tipo de audiencia se está 
celebrando (...) hay audiencias que no tienen mayores problemas porque 
se trata de la intención del juez en explorar una forma alternativa de so-
lucionar el conflicto (ámbito civil o penal). El juicio penal puede tener 
más cuestionamientos, principalmente por la interrogación a testigos, 
la prueba documental, la prueba pericial, cómo la contraparte accede 
a esos, entre otros. Hay muchos cuestionamientos en el ámbito penal 
con estos implementos tecnológicos” (E5).
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4.	 Acoplamiento de las corrientes: una ventana de oportunidad para el  
sistema judicial

La interrupción del acceso a la justicia, la voluntad política para abordar el pro-
blema y la implementación de tecnologías en los juzgados (solución técnica) abrió 
una ventana de oportunidad para el sistema judicial en Paraguay. El acoplamiento 
de estas corrientes permitió que la Corte Suprema de Justicia impulse el proceso 
de maduración digital de sus prácticas judiciales.

“La pandemia fue el gran catalizador de la expansión de la tecnología en 
los procesos no solo judiciales (...) nos dimos cuenta que se debía seguir 
trabajando y la manera de hacerlo era a través de la utilización de he-
rramientas digitales. Además, la coyuntura nos favoreció, nuestros dos 
ministros, el Dr. Antonio Fretes y el Dr. Alberto Martínez, y la ministra 
Carolina Llanes impulsaron esto. Estuvieron las personas idóneas en el 
momento correcto” (E2).

La figura N° 4 muestra el nivel de maduración digital del sistema judicial paragua-
yo antes de la pandemia. Los avances tecnológicos eran pocos y estaban centrali-
zados en las grandes circunscripciones. Estos avances se clasificaron y organizaron 
según el grado de complejidad e interacción con los usuarios.
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Figura N° 4  Matriz de madurez digital pre pandemia (2019)

Expedientes 
Judiciales 

Electrónicos

Firma digital

Notificaciones 
electrónicas

Portal de datos 
abiertos

Complejidad

Interacción

Alto

Medio

MedioBajo Alto

Bajo

Nota: Aproximaciones en base a resultados de las entrevistas semiestructuradas  
y revisión de fuentes secundarias
Fuente: Elaboración propia.

Por otro lado, la figura N° 5 refleja la expansión de las tecnologías ya existentes, 
así como la incorporación de nuevas tecnologías. El uso de la firma digital, el có-
digo QR y las consultas vía Whatsapp generaron la posibilidad de que los jueces 
y funcionarios puedan trabajar desde casa. El Expediente Judicial Electrónico fue 
la tecnología que más se expandió y desarrolló durante este periodo.

“El miedo al contagio contribuyó a que las personas se acomoden al uso 
de las nuevas tecnologías (...) Lo que pensábamos que tomaría cinco 
años lo hicimos en un año. Ha sido tal la aceptación del expediente 
electrónico que los reclamos que nos llegan son por qué en mi ciudad 
todavía no tiene el expediente electrónico” (E1).
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Figura N° 5  Matriz de madurez digital durante la pandemia (2020–2021)
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Medio
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Nota: Aproximaciones en base a resultados de las entrevistas semiestructuradas y  
revisión de fuentes secundarias
Fuente: Elaboración propia.

La pandemia del COVID-19 rompió esquemas y propuso nuevas formas de abor-
dar la gestión de justicia. Se evidencia un doble impacto sobre el proceso de adop-
ción de nuevas tecnologías. En primer lugar, amplió el alcance de las tecnologías 
ya existentes como el expediente electrónico a todas las circunscripciones. En se-
gundo lugar, promovió la incorporación de nuevas herramientas como el uso de 
Whatsapp para atender consultas de los ciudadanos y la realización de audiencias 
por medios telemáticos.

“La incorporación de la tecnología ha sido clave sobre todo en el contex-
to de pandemia. Sin embargo, hay problemas que son basales y esos no 
se resuelven con tecnología, hay que resolverlos con una nueva forma 
de orientarse hacia el ámbito público, orientar el sentido de las institu-
ciones públicas, y la tecnología es una herramienta que va a coadyuvar, 
pero no es la herramienta que va a solucionar algo” (E5).
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Conclusiones

El análisis del sistema judicial en Paraguay, a partir del enfoque de corrientes múl-
tiples, ha permitido identificar cómo el problema de la interrupción del acceso a 
la justicia, la voluntad política y las tecnologías abrieron una ventana de oportu-
nidad para el desarrollo digital de la Corte Suprema de Justicia. Este enfoque ha 
demostrado que acontecimientos adversos pueden convertirse en oportunidades 
cuando se acoplan estas tres corrientes: un problema, un político con poder y una 
solución técnica. 

La corriente de la política fue trascendental en este proceso, pues estableció las 
bases legales y mecanismos para el correcto funcionamiento de la corriente de la 
solución. Es preciso señalar que la solución que se plantea es una solución técni-
ca y no está orientada a solucionar problemas de fondo; como indicó uno de los 
entrevistados: “Hay problemas que son basales y esos no se resuelven con tecno-
logía” (E5).

Los entrevistados concuerdan en la relevancia que tienen las TICs en los sistemas 
judiciales. A pesar de que el proceso de transición y expansión de las TICs no es 
sencillo, reconocen que estos cambios han venido para quedarse y seguir desarro-
llándose. Estos resultados muestran la rápida aceptación de las TICs por parte de 
los operadores del Poder Judicial, específicamente, del personal administrativo.

El estudio se enfocó en los operadores e instituciones del Poder Judicial, y en cómo 
impulsaron el uso las TICs en los procesos judiciales durante la crisis sanitaria. No 
obstante, queda pendiente el análisis desde la perspectiva del ciudadano, es decir, 
investigar en qué medida estos cambios tecnológicos en el sistema judicial tienen 
un impacto en los usuarios. Para tal objetivo, sería conveniente realizar encuestas 
a los usuarios de este servicio para conocer las ventajas, limitaciones y barreras que 
ellos reportan, así como sus recomendaciones y grado de satisfacción en cuanto 
al servicio.

Entre las limitaciones del estudio se encuentra la escasa información estadística so-
bre el uso de las TICs por parte de los distintos niveles del sector judicial en Paraguay. 
Por tanto, el estudio estuvo respaldado en herramientas cualitativas; sin embargo, 
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sería conveniente contrastar los resultados con otros indicadores, de preferencia 
cuantitativos, para dar mayor robustez a los hallazgos de futuras investigaciones.

La principal contribución del estudio consiste en el análisis de la pandemia como 
catalizador del proceso de digitalización del sistema judicial en Paraguay. Puso en 
la agenda prioritaria encontrar medios alternativos para seguir garantizando el 
acceso a la justicia y abrió una ventana de oportunidad que la Corte Suprema de 
Justicia supo aprovechar.
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Anexos

Anexo N° 1  Actores clave entrevistados

Cargo Institución Referencia

Ministro Corte Suprema de Justicia E1
Director Corte Suprema de Justicia E2
Juez Corte Suprema de Justicia E3
Abogado Corte Suprema de Justicia E4

Investigador Centro de Estudios de Justicia de las 
Américas E5




